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Introducción 

Durante el Antiguo Régimen, la tortura, las mutilaciones, los casti-
gos, como la pena de muerte, eran las prácticas más usadas para 
mantener un orden en contra de los individuos que no respetaban 
las normas del sistema virreinal. 

Durante la época independiente era necesario elaborar una legis-
lación e instituciones que permitieran proceder de una forma más 
correcta hacia los delitos que cometían algunas personas. Esta época 
se caracterizaba por una inestabilidad política, lo cual ocasionaba 
una alta y alarmante fuga de reos, o en caso contrario, la vaga opor-
tunidad de que los presos tuvieran un juicio en tiempo y forma, pues 
el cambio constante de instituciones no permitía una adecuada apli-
cación de la legislación que había. Las leyes que existían en su mayoría 
eran sueltas, recién se estaban elaborando y discutiendo en el Con-
greso Constituyente, apenas se estaban formando cuerpos institucio-
nales como: tribunales que revisaran, defendieran o llevaran a cabo 
juicios de los prisioneros, muchos de estos presos estaban encerrados 
desde el movimiento de Independencia y varios casos pasaban de 
mano en mano de acuerdo con la institución legal que existiera, al-
gunos presos estaban en la cárcel porque así lo habían dispuesto au-
toridades locales, como los presidentes municipales, en ocasiones eran 
los revoltosos que no se alineaban con los poderes locales o estatales, 
otros estaban ahí porque habían robado un trozo de comida.

Desde las Cortes gaditanas impulsaron una reforma judicial, que 
consistía en que la justicia quedaría limitada a los tribunales y a los 
alcaldes de primera instancia, se exigía un apego a la ley con limita-
ción del árbitro judicial, establecieron que toda prisión debía antever 
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una información sumaria, prohibieron el mal-
trato, la tortura y la confiscación de bienes de 
los presos. Estos principios tuvieron influencia 
en Nueva España, en plena lucha por la Inde-
pendencia. En Sentimientos de la Nación, en el 
artículo 18, se señalaba que, en la nueva legisla-
ción debía prohibirse la tortura. Los congresistas 
de Apatzingán se preocuparon por decretar 
solamente aquellos acontecimientos que fueran 
útiles a la población y evitaran los delitos. 

Los militares como impartidores 
de justicia 

En 1820, Agustín Iturbide ordenó que los en-
cargados en ese momento del Despacho de 
Relaciones y de Justicia serían los respectivos 
oficiales mayores, tal cargo le correspondió a 
don José Castro, oficial mayor jubilado de la 
guerra y marina. 

Al inicio de la etapa independiente, las leyes 
que se expedían para el encargo de “la justicia” 
eran leyes sueltas y no tan claras en la logística. 

Además, se carecía de un órgano de justicia y seguridad fuerte, dis-
tinto al del sector militar. Después de haberse conseguido la Inde-
pendencia los males estaban presentes en todos lados, la guerra había 
originado un clima de inestabilidad económica, social y política; esta 
situación se reflejaba en hombres, mujeres y niños que se dedicaban 
al pillaje y a la inmoralidad. Había pueblos que vivían azolados por 
fechorías y crímenes, que se cometían en plena luz del día, además de 
la pobreza. 

En ocasiones se pedía auxilio a los militares, como los gestores 
de la paz y el orden, pero los excesos que estos a veces cometían 
hacia la sociedad o la pobreza de los pueblos impedían que la milicia 
actuara en el establecimiento de la paz en los territorios mexicanos. 
En 1824, hubo un incidente de la milicia cívica de artillería. Con 
mano armada, un militar, en una de las calles principales, exigió 
dinero y obligó a un cajero de una vinatera a venderle licores en una 
hora en que la venta ya estaba prohibida por los reglamentos de la 
policía. El militar fue acusado del acto cometido, de que tomara las 
armas para agredir a un ciudadano, con lo cual iba en contra de la 
tranquilidad pública, cuando su función debería ser justamente 

Los Sentimientos de la Nación en el artículo 18 se 
señala que en la nueva legislación se debía 

prohibir la tortura. 
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mantener el orden. Los abusos de los militares eran actos que debían 
de limitarse. Además, algunos de estos no simpatizaban con el federa-
lismo y las ideas de los liberales como “el fuero”. Algunos pueblos 
solicitaban la presencia militar, pero por malas conductas de estos no 
permitía establecer la milicia nacional en los pueblos. Por otro lado, 
los procedimientos de los militares tenían una continuidad desde el 
Antiguo Régimen, esta puede ser una causa del porqué no simpati-
zaban con el Federalismo.

En 1823 se expidieron los siguientes artículos, los cuales señala-
ban la intervención de los militares en la impartición de justicia: 

Art. 1.° El consejo de guerra ordinario pronunciara sentencia tan 
luego como aparezca la verdad. 

Art. 2.° Esta sentencia será calificada dentro del tercer día por el 
comandante general y ejecutada de total conformidad con las 
leyes vigentes para este género de causas. 

Art. 3.° En las ya sentenciadas por el consejo si la pena es capital, 
se volverá a reunir el consejo para la aplicación del indulto e 
imposición de la extraordinaria que corresponde según las leyes. 

Art. 4.° Cuando la pena que haya fallado el consejo no hubiese sido 
la capital, el comandante general la calificará y hará ejercer como 
hasta aquí sin variación alguna. 

Art. 5.° Los consejos de guerra ordinarios se compondrán en lo 
sucesivo de tres jueces en los robos simples y cinco en los 
cualificados, incluso el presidente, todos los cuales deberán tener 
las circunstancias prescriptas en las leyes militares. 

Art. 6.° Los destinos de los sentenciados en virtud de este decreto 
serán las obras públicas, las de fortificación, el servicio de los 
bajeles o las Californias, a menos que estén físicamente 
impedidos, en cuyo caso se les conmutarán estas penas con 
arreglo a las leyes. 

En el Decreto Constitucional para la Libertad de la América Mexi-
cana se delinearon los ideales independentistas, el rechazo a la monar-
quía y el establecimiento de una república. Ahora bien, dicha 
república debía contar con tres poderes: un Ejecutivo, Legislativo y 
Judicial. Además, se exaltarían los derechos fundamentales del hombre 
y el ciudadano, así que todo individuo tenía libertad de reclamar sus 
derechos ante la autoridad. 

También, y tocante a la justicia, se condenarían los actos arbitrarios 
ejercidos sin las formalidades de la ley. Sobre este último aspecto el 
objetivo era garantizar un juicio justo, donde se respetaría a los 
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ciudadanos como inocentes hasta que no 
se comprobara su culpabilidad en el delito 
del cual era acusado. Nadie debía ser juz-
gado ni sentenciado sin previamente ser oído.

Los primeros decretos para 
sancionar a los delincuentes 

Era necesario elaborar leyes que sirvieran 
al gobierno para facilitar la aplicación de 
la justicia, y que redujeran los gastos de los 
gobiernos locales. En 1823, el Poder Eje-

cutivo de la nación expidió un decreto el 27 de septiembre de 
1823, titulado Que los reos de algunos delitos sean juzgados mi-
litarmente. Reglas para abreviar el despacho de las causas de los 
mismos reos, cuando sean juzgados por la jurisdicción ordinaria. 
Los principales puntos que ahí se señalaba eran:

1.	 Todo ladrón aprehendido por la autoridad política, tropa per-
manente, milicia activa o local, la milicia debía encargarse de 
hacer justicia por la falta de oficiales. 

2.	 Se entendía que debía ser aplicado sin menoscabo de la juris-
dicción ordinaria de los reos que hubieran sido aprehendidos.

3.	 Las autoridades militares aplicarían las penas que designaban las 
leyes comunes. 

4.	 Se autorizaba al gobierno para que pudiera gratificar de la 
hacienda pública a tres asesores, con doscientos pesos mensua-
les cada uno, y uno en cada territorio, si lo creyese necesario, 
con cien pesos, para que los consultaran en esas causas; y si en 
alguna localidad se repetían los asesores, el gobierno podría 
nombrar otro que remplazara en solo el asunto necesario, 
gratificándolo particularmente.

 
El 4 de octubre de 1824, cuando se proclamó la Constitución 

Federal de los Estados Unidos Mexicanos, se consolidó el respeto a 
la autonomía de los Estados, dejando en sus manos la organización 
interna de cada uno y el poder judicial. En el art. 145° de la Cons-
titución federal se menciona que en cada uno de los Estados de la 
Federación se prestará entera fe y crédito a los actos, registros, pro-
cedimientos de los jueces y demás autoridades de los otros Estados. 

Intervención de militares en la impartición de justicia 
en 1823. 
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Los simpatizantes del sistema federalista aseguraban que, si las 
provincias contaban con tribunales autónomos, mejoraría la admi-
nistración de justicia. La Constitución federal de 1824 estableció 
normas generales que se debían acatar en todos los territorios, como 
recurso de conciliación en juicios menores; también prohibió la 
confiscación de bienes y la aplicación de tormentos; estableció que 
nadie podría retener a nadie por un tiempo mayor a las 60 horas. En 
1824, el gobernador del Estado de México, Melchor Múzquiz, soli-
citó al ejecutivo federal una resolución para saber qué hacer con la 
aprehensión de varios reos ladrones, homicidas, salteadores de cami-
nos y ladrones de pueblos. Los gobernadores no sabían qué hacer con 
la delincuencia y con las personas que cometían agravios en sus terri-
torios, pero el gobierno federal no podía resolver los problemas de 
cada territorio. Además, cada estado tenía su soberanía o eso se pre-
tendía. 

Una de las preocupaciones de los gobernadores del Estado de 
México, entre 1824 a 1835, fue la instalación de juzgados de letras 
en todas las regiones del territorio estatal. El gobierno creó el Supre-
mo Tribunal de Justicia y la Audiencia (con carácter provisional) y 
dotó de abogados a casi todas las judicaturas de letras. Muchos de 
estos abogados eran pobres, pero beneficiarían al estado, a los me-
nesterosos y desvalidos. El desempeño de estos abogados fue relevan-
te, pero el número reducido de estos no cubría las necesidades de 
la población. Estos abogados fueron el antecedente directo de los 

En la Constitución Política 
del Estado de México de 
1827 el título cuarto estaba 
dedicado al Poder Judicial y 
en su capítulo primero se 
establecían las bases para 
la administración de 
justicia. 
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actuales defensores de oficio. En la Constitución Política del Estado de 
México de 1827 se ordenaba que en cada distrito hubiera un juzgado, 
en su artículo 178 se disponía que se establecieran jueces eclesiásticos 
que tuvieran conocimiento de todos los litigios de su jurisdicción.

Los Estados se encargaron de organizar su sistema judicial, de 
acuerdo con las necesidades, condiciones y formas de sociabilidad 
de sus territorios. El 29 de agosto de 1829 el presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos a los habitantes de la república les hizo saber: 

Que persuadido de la suma importancia y necesidad de arreglar 
el sistema de administración de justicia en el Distrito Federal y 
territorios como que de ella depende ciertamente la paz, la seguri-
dad y las demás garantías sociales, y usando de las facultades 
concedidas al gobierno por la ley de 25 de este mes, se decreta lo 
siguiente: 

1. Se establecerá en cada territorio un asesor, a quien consul-
tarán los jueces para el despacho de los casos civiles y cri-
minales. 

2. Los asesores de Tlaxcala y Colima disfrutaran el sueldo 
correspondiente a dos mil pesos anuales; los de Nuevo 
México y California alta y baja el correspondiente a tres 
mil pesos y derechos conforme a arancel en las causas y 
negocios de parte.

3. Y para que lo contenido en el presente decreto tenga su más 
cabal cumplimiento, mando se imprima, publique y cir-
cule a quienes corresponda. 

La justicia era un tema y un problema que era necesario resolver, 
cómo se debía impartir justicia después de varias décadas de un 
sistema donde la tortura y los castigos más crueles eran los que pre-
valecían desde el sistema virreinal, como estrategias de intimidación 
y opresión. En cuanto a la pena de muerte, pues el gobierno sabía 
que dentro de las prisiones había aquellos desdichados que se encon-
traban ahí por solo “robar” un trozo de alimento.

Así que era importante crear una nueva forma de hacer justicia, 
que no recurriera a técnicas primitivas o bárbaras que contradecían 
los principios de libertad e igualdad. Se requería de una administra-
ción que impartiera justicia para conservar una sana sociedad, una 
administración justa que colocara a salvo a los ciudadanos de las 
agresiones de los malhechores y truhanes, que conservara los derechos, 
mantuviera la paz y la tranquilidad pública, la cual se alteraba por las 
revueltas que asolaban al país. 

La justicia era necesaria para la conservación de la sociedad, era 
importante para la prosperidad. Melchor Múzquiz, en su Memoria de 
gobierno de 1827, señaló que se carecía de una ley que normara la 
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administración de justicia en el Estado de México, e invitaba a los 
legisladores a que se dieran a la tarea de redactarla para facilitar la 
labor de los jueces. De esa forma también se beneficiaría a aquellos 
que se encontraban en las prisiones desde hace varias décadas y que 
no habían tenido un juicio ni sentencia.

El 29 de agosto de 1829, el gobierno de la república en uso de 
sus facultades extraordinarias informó a los habitantes que “era ne-
cesario aliviar las penalidades de los desgraciados que sufren en las 
cárceles, a causa de la demora de que se haga justicia a su persona”. 
Por ello se expide el Decreto 688, “Indulto de la pena capital a todos 
los reos que la merezcan con arreglo a las leyes y se hallan actual-
mente presos”, en el cual se dictó: 

1.	 Se indulta de la pena capital a todos los reos que la merezcan con 
arreglo de las leyes, y se hallen actualmente presos en las cárceles 
del distrito federal y territorios de la república. En consecuencia, 
los jueces y tribunales respectivos al sentenciar sus causas les 
impondrán la pena extraordinaria que crean correspondiente 
conforme a las leyes. 

2.	 Así en estas causas, como en las demás, en cualquiera clase que 
sean que se hallen, pendientes en los juzgados de primera ins-
tancia, por delitos que merezcan pena corporal, se determinarán 
por los mismos jueces en el estado que tuvieren, siempre que a 
su juicio aparezca la verdad, omitiendo todo el trámite ulterior; 
o la providencia o resolución que se tome si se es consciente, o 
sí se ejecuta, sin necesidad de revisión, ni de dar cuenta al tri-
bunal superior. 

La justicia era un 
problema que debían 
atender las autoridades 
del Estado de México. 
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3.	 En las causas que no se presente la luz necesaria para determinar 
conforme al artículo anterior, los jueces practicarán con la bre-
vedad posible las diligencias que crean convenientes al efecto. 

4.	 En las que se sigan a instancia de parte, queda su derecho a 
salvo para pedir que el proceso continúe en la forma común y 
ordinaria. 

5.	 Cuando el reo o alguna de las partes se crea agraviado de la 
determinación del juez de primera instancia, podrá interpretar 
el recurso de apelación, exponiendo desde luego los fundamen-
tos en que lo apoya y remitirá entonces su dilación la causa al 
tribunal de segunda instancia, quien, sin más trámite, ni requi-
sitos examinará las actuaciones y confirmará o revocará dentro 
del tercer día la sentencia inferior, causando en todo caso eje-
cutoria su determinación. 

6.	 Las causas que estuviesen pendientes en los tribunales superio-
res en grado de vista o revista, serán también determinadas en 
el estado que se hallen, y la resolución que se tome por la sala 
a que corresponda, se ejecutará sin recurso alguno. Menos en 
el caso de que habla el artículo. 

7.	 Cualquiera duda que se suscité en los juzgados inferiores y 
superiores en la ejecución de este decreto, se resolverá por ellos 
mismos dando cuenta al supremo gobierno. 

8.	 Los jueces y tribunales pasarán al supremo gobierno, los testimo-
nios de las condenas de los reos, de que hablan los artículos an-
teriores, que hayan sentenciado, a virtud de este decreto, con 
expresión de su edad, estado, oficio o profesión y con policía de 
los defectos o impedimentos físicos que visiblemente tuvieren, 
para que puedan destinarse por el mismo gobierno al servicio de 
las armas en el ejército y la marina o a las obras de fortificación 
o las Californias según se estime conveniente. 

9.	 Los jueces de los territorios procederán en la ejecución de este 
decretó con dictamen de asesor.1

Lorenzo de Zavala también solicitó al Congreso que emitiera 
leyes que evitaran largas penas a los reos y, al mismo tiempo, sirvie-
ran como escarmiento público; de lo contrario, el círculo vicioso se 
mantendría y también así se evitaría que se consumieran más fondos 
de los municipios en mantener a los presos. Zavala solicitaba que los 
legisladores autorizaran un establecimiento de una causa de correc-
ción para que los criminales compensaran los delitos, para utilidad 

1 “Decreto 688 del gobierno en uso de sus facultades extraordinarias: Indulto de la pena ca-
pital a todos los reos que la merezcan con arreglo a las leyes y se hallan actualmente presos”, en 
Archivo Jurídico, unam. 
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del estado, se intentaba que en estas casas los presos trabajaran, ac-
tividad de la que los ladrones comúnmente huían, para que estos se 
reformaran de sus actos viciosos. 

En 1829, el Congreso redactó la Ley de Administración de Jus-
ticia del Estado de México, sin embargo, aún había una gran confu-
sión en el resto de la legislación. Los reos o prisioneros estaban 
sometidos a fallos o resoluciones errados y absurdos, a causa de falta 
de leyes adecuadas. 

Era necesario que existiera un código civil y un penal en la orga-
nización de los tribunales del Estado de México, los cuales debían 
de ser ordenados, perpetuos, metódicos, que concordaran con el 
código general de las virtudes cívicas, los buenos hábitos, la sumisión 
y el respeto a las autoridades legales, el amor a la libertad y a la patria. 
Debían dejarse a un lado los castigos “horrorosos” como la pena de 
muerte, las llamas, la mutilación de miembros, los azotes, la infamia 
hereditaria, vergüenza pública, la confiscación de bienes. Este tipo 
de castigos iban en contra del nuevo orden que se pretendía en la 
recién nación y estado independiente.

Es importante señalar que la situación de las cárceles no era la 
más adecuada. Melchor Múzquiz decía que la mayoría eran insalu-
bres y no tienen empleados que se dediquen al cuidado de estas 
construcciones; al estar deterioradas no prestaban la seguridad de-
bida. Las cárceles se encontraban llenas de reos y el erario público 
de los ayuntamientos era escaso para mantenerlas en buenas condi-
ciones. Varias de estas debían estar en las cabeceras de los pueblos; 
sin embargo, no todos los pueblos gozaban de una estructura o 
edificaciones que pudieran usarse como cárceles, los ayuntamientos 
en ocasiones no tenían el dinero suficiente para mantener a los reos en 
estas prisiones. 

Las circunstancias reinantes por esos tiempos, en el territorio de 
la entidad, reclamaban el arreglo de las cárceles y hospicios. No 
existía una arquitectura definida para construir edificaciones que 
tuvieran este fin. Solo se usaban los sitios disponibles para encerrar 
a aquellas personas que no se alineaban a la ética o moral del resto 
de la sociedad.

Algunos pueblos solicitaban al gobierno estatal la construcción 
de cárceles en sus cabeceras porque las que había estaban en malas 
condiciones y algunas de ellas eran vecinas de las escuelas. 

A finales de 1832, el ejecutivo estatal solicitó al Congreso local 
elaborar una ley que obligara a los funcionarios judiciales a cumplir 
con sus visitas generales y semanarias a las cárceles del estado para 
que los reos tuvieran ante quien exponer sus quejas e inquietudes y 

El gobernador Lorenzo de 
Zavala propuso al 
Congreso estatal legislar 
con firmeza para disminuir 
los delitos. 
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se fijaran en lo que hacía falta en estas cárceles. También que se es-
tablecieran juzgados, los cuales debían proceder a la condena de cada 
uno de los reos, o pasarlos a instancias superiores, dependiendo el 
caso o el delito que hubiere cometido el preso. 

A continuación, se muestran algunas sentencias de reos, los cuales 
fueron condenados a distintas penas de acuerdo con el tipo de delito 
que habían cometido. 

- José Pedro Amarillas fue sentenciado a tres meses de servicio en 
las obras públicas por robo. 

- José Ma. Arriaga fue sentenciado a dos años en obras públicas. 
- Santiago Arpisar fue sentenciado a seis meses en obras públicas 

por portar armas. 
- Zeferino Martínez fue sentenciado a dos años de obras públicas 

por robo. 
- Anastasio Garnica fue sentenciado a 10 años de cárcel y debía ser 

enviado a San Juan de Ulúa, Veracruz. 
- Antonio Sonde fue sentenciado a tres años y José Bernejo fue sen-

tenciado a dos años en la cárcel de San Juan de Ulúa, Veracruz. 
- Pascual Nava, Pedro Castro y Filomeno López fueron sentenciados 

entre 10 y nueve años, por homicidio de Luisiano García, pero 
el primer año lo pagarían con trabajo en las obras públicas. 

- José Arriaga fue sentenciado a dos años de servicio de obras públicas. 

Para llevar a cabo la sentencia de forma más rápida con el fin de 
evitar que los presos se fugaran, se elaboró el 9 de noviembre de 1832 
una circular que ordenaba a la Audiencia Estatal avisar de las sen-
tencias ejecutadas y las causas criminales, excepto las penas de cárcel 
pecuniarias o correccionales. 

La pena de muerte no estaba abolida del todo; aquellos que 
conspiraran en contra del gobierno imperante serían condenados a 
esta pena, por ser traidores. Como sucedió con Staboli, quien fue 
sentenciado a muerte por haber encabezado una conspiración. 

Otro ejemplo, fue el del coronel Ignacio Inclán, quien acusaba 
a Manuel Torres Torrija como uno de los promovedores de la revo-
lución que encabezaba Santa Ana. 

Para el Tribunal Superior era fundamental evitar las conspiraciones 
y revoluciones, para ello elaboraron algunas medidas con el objetivo 
de impedir que sucedieran este tipo de revueltas. Aunque se intentaba 
abolir este tipo de pena, se usaba cuando era conveniente. 

Ahora bien, el gobierno federalista consideraba que las reuniones 
o juntas eran un grave mal para los pueblos, cuando las autoridades 
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constituidas tenían demarcados los límites de sus atribuciones, por 
ello debían delimitar las conductas de revoltosos, así que normaron 
cualquier conducta que pudiera colocar en riesgo la estabilidad políti-
ca que se buscaba. Aquí algunas normas que prohibían tales conductas:

1.° Se prohíben absolutamente todas las juntas o reuniones de 
cualquiera clase que no estén autorizadas por la ley; y los con-
traviniendo a este Derecho las formen, aunque sean invitados 
para ellas, sean paisanos, eclesiásticos o militares, como que co-
meten un crimen, serán castigados severa e irremisiblemente 
según las leyes respectivas. 

2.° Igualmente se prohíbe que las Corporaciones y Autoridades, 
cuyas atribuciones están marcadas por la ley, se reúnan en un 
solo cuerpo a deliberar para hacer.

Durante esta época la situación política y social era inestable. 
Para los gobiernos que tenían el poder eran preocupantes las cons-
piraciones o revueltas que se pudieran dar en contra de su mandato. 
Por ello, no podían darles a estos líderes o participantes de estas 
actividades una pena distinta a la de pena de muerte o -en la mejor 
de las suertes- terminar su vida en alguna cárcel; algunos de ellos 
eran enviados a la cárcel de San Juan de Ulúa en Veracruz, una cár-
cel de olvidados, en donde quien pisara su fortaleza era muy difícil 
que volviera a salir. Un tema que siempre ocasionó polémica fue la 
pena de muerte; algunos la defendían y otros la repudiaban. El gober-
nador Félix María Aburto consideraba que no se debía quitar de los 

Toma del fuerte de San 
Juan de Ulúa, por la flota 
francesa en 1838. Óleo de 
J. A. Theodore Gudín (ca. 
1850).
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códigos ni se debía prodigar cruelmente, pues la pena de muerte 
servía como limitante para el asesino.

La Audiencia del Estado debía avisar al gobierno de todas las 
sentencias, ejecutándose ante ella las causas del crimen para poder 
dictar la sentencia y, sí en su caso, fuera sentencia de pena de muerte, 
debían avisar al Ministro de Justicia del Tribunal las causas por el 
cual se procedía la pena de muerte. 

Comentarios finales

Aplicar justicia en el Estado de México en la reciente época indepen-
diente fue difícil; la inestabilidad política-militar y la economía 
fueron factores que obstaculizaron la aplicación de las escasas leyes 
que habían para el debido proceso de los actos de los delincuentes. 
No había instituciones formales que enjuiciaran a los que infringían 
las normas. La mayoría habían sido encerrados por órdenes de las 
autoridades locales. No había cárceles propias para mantener a los 
reos. Muchos de ellos estaban encerrados en las instalaciones dispo-
nibles que tenían los pueblos o ciudades. Esto complicaba la seguri-
dad de las prisiones. 

La milicia era uno de los principales cuerpos que se encargaba de 
impartir justicia a causa de la escasez de instituciones, como tribunales 
o jueces que impartieran justicia. Sin embargo, los militares no estaban 
de acuerdo con el federalismo porque este sistema les restaba privile-
gios que tenían desde la Colonia.

El gobierno federal pensaba en crear una legislación más pru-
dente, racional, que no usara los métodos “bárbaros” que se em-
pleaban durante la colonia, pero no fue tan fácil porque se carecía 
de una estructura material como cárceles, y también faltaba una 
estructura administrativa, que elaborará un aparato jurídico eficaz 
que ayudará a procesar a los reos.

La falta de personas capacitadas que ocuparan los cargos en los 
tribunales fue otro obstáculo para llevar justicia a las regiones de la 
entidad mexiquense.

El tipo de sentencia debía cambiar, los castigos crueles como la 
tortura, las mutilaciones de miembros e, incluso, la pena de muerte 
no debía aplicarse, pues el uso de estos castigos pertenecía a sociedades 
bárbaras o primitivas. Sin embargo, la pena de muerte aún se usaba, 
principalmente, para aquellos que eran considerados traidores a la 
patria, o como una clase de intimidación y ejemplo para los demás. 
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